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1. CORRUPCIÓN POLICIAL

Como hemos señalado en informes anteriores, la noción de corrupción 
policial no se limita a la clasificación y/o enumeración de un conjunto de 
conductas individuales llevadas a cabo por los miembros de esta fuerza 
tendientes a obtener ganancias personales con fondos públicos. Por el 
contrario, involucra la existencia de reglas, pautas y procedimientos 
persistentes, a menudo implícitos, que tienen como efecto patrones 
institucionales de corrupción policial.

La corrupción policial entendida desde una perspectiva sistémica 
involucra un complejo entramado de normativas, cultura organizacional, 
prácticas cotidianas y mecanismos de legitimación que son parte de 
la vida administrativa y la gestión de la calle. La tolerancia, control y/o 
administración de mercados ilegales, el cobro de coimas, la gestión de zonas 
liberadas y la participación en redes de narcotráfico constituyen prácticas 
mediante las cuales las fuerzas de seguridad regulan informalmente el 
delito1. Como señalan investigaciones recientes, “la política no solo ha 
utilizado a la policía como herramienta represiva, sino también como un 
instrumento de regulación informal de los mercados ilegales y conflictos 
sociales” (Flom, 2022).

Recientemente la CIDH ha publicado la resolución 1/26 sobre crimen 
organizado y derechos humanos. Allí establece que el crimen organizado 
es un fenómeno multicausal, cuyo factor determinante es “la corrupción, 
la debilidad institucional y la infiltración de las estructuras del crimen en 
las instituciones estatales”2. 

1  Pueden señalarse los trabajos de Auyero y Sobering (2019), Dewey (2013), Flom (2020), Sain (2019).

2  https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2026/res-1-26.pdf 
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Las prácticas policiales que vinculan corrupción y violación a los derechos 
humanos no son privativas de nuestro país y se expanden en América 
Latina. En un estudio empírico reciente se han establecido “niveles 
preocupantemente altos de uso de la fuerza física para obligar a declarar 
o modificar una declaración en los países analizados. En promedio, 
alrededor del 41% de los encuestados en Argentina, Brasil, Chile, México y 
Perú afirmaron haber sufrido este tipo de violencia por parte de la policía”. 
Asimismo el trabajo refiere que “En los cinco países analizados predomina 
la creencia de que un pago ilegal a policías/militares habría permitido al 
acusado quedar en libertad”3. 

Teniendo en cuenta esta perspectiva, a lo largo del año continuamos 
trabajando en la consolidación de un registro de casos de corrupción que 
permita mapear estas conductas en el territorio bonaerense. Se busca 
producir información sustantiva que permita: 

−	 evaluar el estado de situación de la corrupción policial en la 
Provincia, su relación con la violencia estatal y el impacto en los 
derechos humanos; 

−	 reunir y sistematizar la información en una base única para su 
análisis a lo largo del tiempo; 

−	 funcionar como insumo para la construcción de indicadores que 
colaboren en el diseño de estrategias de prevención y control 
democrático de la corrupción policial y su intersección con la 
violencia institucional.

Teniendo en cuenta esos propósitos, el registro se nutre de una 
diversidad de fuentes: seguimiento de medios de comunicación, canales 
de recepción de denuncias de la CPM (programas de inspecciones, de 
monitoreo territorial de la violencia policial, de recepción de denuncias, 
delegaciones) y poder judicial, entre otras fuentes.

3  “En conjunto, los resultados describen un patrón de uso extendido de la fuerza para obtener 
declaraciones, más compatible con déficits institucionales persistentes (i.e., controles internos 
débiles, incentivos probatorios, tolerancia a prácticas abusivas) que con características individuales 
de las personas detenidas”. El trabajo señala que a solo el 13% de los encuestados le fue exhibida una 
orden judicial al momento de su detención (Croci y Gómez, 2025:47-49).
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Si bien cada una de estas fuentes tiene sesgos específicos (por ejemplo, la 
prevalencia de la denuncia por armado de causas en los canales internos 
de la CPM), hemos optado por reunir todos los hechos en una misma base 
a fin de obtener un registro que abarque el mayor volumen de conductas 
de las que se tiene conocimiento4. Esta decisión se basa además en la 
dificultad intrínseca que supone el monitoreo de casos de corrupción 
cometidos por miembros de las fuerzas de seguridad, teniendo en cuenta 
tanto el carácter estructural de estos hechos, la opacidad en la que se 
producen, y la capacidad de cada fuerza de encubrir los casos que la 
afectan y eludir el escrutinio público.

A pesar de estas limitaciones, la base adquiere relevancia en tanto 
constituye un esfuerzo sistemático de registro de hechos de corrupción 
policial. Este aporte resulta especialmente significativo si se considera 
que, aunque distintas mediciones y percepciones públicas señalan a las 
fuerzas de seguridad (en particular a la Policía de la provincia de Buenos 
Aires) entre las instituciones más afectadas por prácticas corruptas5, no 
se dispone de registros sistemáticos elaborados por organismos públicos 
que permitan analizar este fenómeno. En este sentido, la base no sólo 
visibiliza un conjunto de prácticas frecuentemente sub registradas, sino 
que también aporta insumos empíricos para su estudio y problematización.

Tabla 1. Casos de corrupción policial registrados por la CPM, según fuente 
de información, 2025

Fuente Cantidad
CPM 56
Medios de comunicación 26
Ministerio Público Fiscal 3
Total 85

Fuente: CPM.

4 La base de datos construida por la CPM permite captar una muestra de la totalidad de casos 
anuales, los cuales son registrados de forma más extensiva por la Auditoría General de Asuntos 
Internos, órgano administrativo natural de control y sanción de las faltas graves policiales.

5 https://www.tiempoar.com.ar/ta_article/argentina-entre-los-mayores-niveles-de-desconfianza-
de-la-policia/ 
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Para el año 2025 la base de datos que constituye el registro conservó los 
siguientes campos: título del hecho, número de caso, categoría de hecho, 
fecha del hecho, canal de denuncia o fuente de información, municipio, 
localidad, órgano policial involucrado, víctimas/s, denunciado/s, cantidad 
de denunciados, rango del denunciado, fuerza a la que pertenece.

El registro sistematiza el accionar de la CPM en relación a estos casos. 
De este modo, se registran los pedidos de información realizados por la 
institución, así como su involucramiento en los casos que lo requieran. 
Finalmente, el registro reúne información judicial sobre las causas que 
tramitan los casos detectados: se recaban datos generales y particulares 
de las investigaciones informadas por los juzgados y fiscalías intervinientes, 
así como la elevación de sumarios internos por parte de la Auditoría 
General de Asuntos Internos (AGAI) del Ministerio de Seguridad de la 
provincia de Buenos Aires. También se incluye la nota de prensa que dio 
origen al registro.

En relación con el campo “categoría de hecho” se han sistematizado 
las siguientes categorías a partir de definiciones conceptuales provistas 
por la AGAI6: armado de causa, encubrimiento, enriquecimiento ilícito, 
exacciones ilegales, extorsión, indisciplina, narcocriminalidad, manejo 
irregular de fondos y robo/hurto, entre otras figuras pasibles de ser 
encuadradas dentro de la categoría corrupción. Para este año hemos 
optado por no incluir la categoría de “violencia policial”, ya que involucra 
hechos cuya incumbencia específica abarca otras áreas de la CPM. 
Considerando que a menudo las conductas enmarcadas en el delito de 
corrupción involucran varios hechos en simultáneo, la base habilita el 
registro de un caso en una o más categorías. 

6 https://catalogo.datos.gba.gob.ar/dataset/c0769cd0-f69e-4eab-9900-8a72a5f99933/
resource/8ad9ac3e-79d1-41d9-987a-b80bcf1d50f4/download/definiciones-conceptuales.pdf 
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1.1. RELEVAMIENTO: RESULTADOS Y TENDENCIAS

En el marco del monitoreo de casos de corrupción, durante 2025 la 
CPM registró un total de 85 denuncias y/o casos de corrupción u otras 
irregularidades y prácticas delictivas que involucran a personal policial. Se 
realizaron 53 presentaciones, 25 judiciales y 28 administrativas a la AGAI 
u otro órgano disciplinario correspondiente, y se recibieron 33 respuestas 
a los pedidos de información realizados (22 corresponden a AGAI y 11 a 
órganos judiciales). 

En relación a la categoría de hecho a la que se vincula la denuncia 
registrada, se advierte una concentración de casos vinculados al armado 
de causas (39)7 y robo/hurto (15). Le siguen las denuncias por extorsiones, 
exacciones ilegales o coimas, y luego casos asociados a narcotráfico 
o narcomenudeo. Con porcentajes menores se observan hechos de 
encubrimiento, indisciplina y enriquecimiento ilícito. 

En relación con las denuncias por encubrimiento, dos de ellas fueron 
dirigidas a la Comisaría de Bosques de Florencio Varela. En la categoría de 
robo o hurto, de los 15 casos registrados al menos cuatro tuvieron lugar 
en contexto de allanamiento legal o ilegal y fueron referidos por canales 
internos de la CPM. Bajo la categoría de “otros” se registra el apartamiento 
de 24 efectivos de la policía bonaerense por supuestos vínculos con un 
candidato de La Libertad Avanza. De acuerdo al gobierno provincial, dichos 
efectivos habrían incumplido la prohibición de participar en política que 
pesa sobre el personal de los sub-escalafones comando y general, posible 
incumplimiento de deberes de funcionario público y manejo irregular de 
fondos.

7  Igual que el año pasado, esta categoría resulta prevalente en las denuncias recibidas por los canales 
internos de la CPM en lo que atañe a la corrupción policial.
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Tabla 2. Casos de corrupción policial registrados por la CPM, según tipo 
de hecho, 2025

Tipo de hecho Cantidad
Armado de causa 39
Robo/hurto 15
Extorsión 11
Exacciones ilegales 9
Narcocriminalidad 5
Encubrimiento 3
Enriquecimiento ilícito 1
Indisciplina 1
Otras 1
Total 85

Fuente: CPM.

A diferencia del año pasado, en 2025 no hemos relevado casos de facilitación 
de fuga o manejo irregular de fondos. Se mantiene la prevalencia de las 
denuncias por armado de causa, cuyo trasfondo incluye habitualmente 
varios hechos delictivos (extorsión, exacciones ilegales, violencia policial o 
allanamiento ilegal), así como la de los casos de robo o hurto, que ocupan 
el segundo lugar en el orden de prevalencia.

Respecto a la jurisdicción en la que tuvieron lugar los hechos, los distritos 
con mayor concentración de casos son La Plata, Florencio Varela y La 
Matanza. La ciudad de La Plata como capital provincial concentra 16 casos, 
lo que puede deberse tanto a su peso como región como a sesgos propios 
del registro (por ejemplo, una mayor atención de la prensa respecto de 
otros distritos). El interior bonaerense concentra uno de cada cinco casos.

Tabla 3. Casos de corrupción policial registrados por la CPM, según 
municipio, 2025

Distrito Cantidad Distrito Cantidad Distrito Cantidad

La Plata 16 Coronel Suárez 1 Esteban Echeverría 1
Florencio 
Varela

7 Presidente Perón 2 Ituzaingó 1
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La Matanza 6 Quilmes 2 José C. Paz 1
Partido de la 
Costa

4 San Martín 2 Junín 1

Almirante 
Brown

3 San Pedro 2 Lobos 1

Cañuelas 3 Tigre 2 Lomas de Zamora 1

Ensenada 3 Tres de Febrero 2 Moreno 1

San Vicente 3 Sin dato 2 Pilar 1
Capital 
Federal

2 Bahía Blanca 1 San Isidro 1

General 
Pueyrredón

3 Baradero 1 San Miguel 1

Lanús 2 Berisso 1 San Nicolás 1
Malvinas 
Argentinas

2 Brandsen 1 Zárate 1

Total: 85 
casos

Fuente: CPM.

Respecto de los agentes denunciados, la mayoría de los casos registrados 
en la base corresponden a la Policía de la provincia de Buenos Aires, en 
tanto ámbito de actuación de la CPM. De manera complementaria, se han 
incluido dos casos ocurridos en territorio bonaerense en los cuales los 
agentes denunciados pertenecen a la Policía de la Ciudad de Buenos Aires 
y a la Policía Federal.

En la mayoría de los casos no se cuenta con información que permita 
individualizar a los agentes involucrados. La identificación fue posible sólo 
en 23 de los 85 casos a partir de información proveniente de los medios 
de comunicación o las respuestas recibidas de la Auditoría de Asuntos 
Internos y/o a las fiscalías intervinientes a los pedidos de información 
realizados. La imposibilidad de identificar a los agentes denunciados es 
una característica especialmente frecuente en aquellos casos que han 
sido referidos a la CPM de manera directa por las víctimas, como hechos 
de robo, exacciones ilegales o extorsiones ocurridos en allanamientos 
legales o ilegales. En estos casos no solo resulta complejo identificar a los 
agentes, sino también determinar la cantidad de efectivos involucrados. 
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Por esta razón, en los casos en que no fue posible establecer la identidad, 
el rango ni el número de agentes intervinientes, se ha supuesto al menos 
un agente denunciado por caso, lo que arroja un total de 215 agentes 
denunciados.

La información relativa al rango de los agentes denunciados es aún más 
limitada: sólo en 15 de los 85 casos fue posible acceder a este dato. La 
evidencia disponible no permite establecer una relación robusta entre tipo 
de hecho y jerarquía policial pero sugiere que las prácticas de corrupción 
no se restringen a un único nivel de la estructura institucional, al tiempo 
que pone de relieve la necesidad de mejorar los mecanismos de acceso a 
información para profundizar este tipo de análisis.

1.2. PERSONAL POLICIAL EXPULSADO ENTRE 2008-2025

Los datos sistematizados en el registro de corrupción policial de la CPM 
pueden complementarse con datos oficiales. Esto permite arribar a 
diagnósticos más precisos respecto del involucramiento del personal 
policial en actividades delictivas y su vinculación con la violencia 
institucional.

Según información del Registro de expulsados e inhabilitados de PBA 
(REPEI) de la AGAI del Ministerio de Seguridad, entre el año 20088 y 
junio de 2025 fueron expulsados de la Policía de la provincia de Buenos 
Aires 8.574 efectivos policiales9. Pueden observarse diferentes picos de 

8  El REPEI cuenta con fechas extremas entre los años 1966 y 2025. A partir del año 2008 se encuentran 
registrados los motivos de la expulsión. 

9  Las expulsiones involucran cesantía y/o exoneración. Según la definición adoptada por la AGAI 
“Ambas implican la separación definitiva del personal de las Policías de la Provincia de Buenos 
Aires, con la pérdida del empleo y los derechos inherentes al mismo. No puede ser reincorporado 
a la fuerza. Estas sanciones solo pueden ser resueltas por el Auditor General de Asuntos Internos 
en resolución de una investigación sumarial administrativa”. La diferencia entre ambas sanciones se 
determina en el artículo 176 del Decreto 1050/09 a saber: ART 176 “Todo policía que por razones 
disciplinarias hubiera sido separado de la Institución por Cesantía, podrá solicitar su rehabilitación 



575
Informe anual  CPM 2026

expulsiones en los años 2018, 2023 y 2024 y un descenso paulatino con 
293 efectivos expulsados en 2020 y 382 en el año 2021, que luego vuelven 
a incrementarse hasta alcanzar el valor más alto del período analizado con 
1.047 efectivos expulsados hasta el mes de junio de 2025. 

Tabla 4. Agentes expulsados de la policía de la Provincia de Buenos Aires, 
2008 a junio de 2025 (absolutos y variaciones)

Año Expulsados Variación interanual
2008 403 -
2009 271 -32.8%
2010 368 35.8%
2011 445 20.9%
2012 172 -61.3%
2013 194 12.8%
2014 158 -18.6%
2015 201 27.2%
2016 285 41.8%
2017 357 25.3%
2018 903 152.9%
2019 538 -40.4%
2020 293 -45.5%
2021 382 30.4%
2022 712 86.4%
2023 902 26.7%
2024 943 4.5%
2025 1.047 11.0%
Total 8.574 277.1%

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.

a los fines de desempeñarse en otros ámbitos de la administración pública, siempre que hubiera 
transcurrido más de un año desde la fecha del acto que dispuso la separación. Si fuera denegado, sólo 
podrá solicitarla nuevamente cuando hayan transcurrido más de dos años desde la fecha de su última 
presentación. De igual forma, sujetándose a los plazos de dos y cinco años, respectivamente, podrá 
pedirse la rehabilitación en caso de exoneración”.
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La dinámica de las expulsiones del personal policial tiene marcadas 
fluctuaciones asociadas a las diferentes gestiones de gobierno. En el 
período 2008-2015, en la gestión del entonces gobernador Daniel Scioli, 
se registran mayores expulsiones en su primer mandato (2008-2011) 
respecto del segundo (2012-2015). La gestión de la gobernadora María 
Eugenia Vidal sostuvo un elevado número de expulsiones a lo largo de todo 
su mandato, con un pico en el año 2018. La primera etapa de gestión del 
actual gobernador Axel Kicillof (2019-2023) registra en su primer año un 
descenso marcado en las expulsiones. A partir del año 2021 las expulsiones 
aumentan paulatinamente a su máximo histórico en el año 2025 con 1.047. 
Cabe destacar que la cifra del año 2025 es sólo hasta junio de ese año, por 
lo cual la cifra final de expulsiones puede ser aún mayor10. 

Gráfico 1. Agentes expulsados de la policía de la provincia de Buenos 
Aires, 2008 a junio de 2025

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.

10  Flom (2025), al analizar la evolución de las expulsiones policiales en el período 1992-2019 en 
la provincia de Buenos Aires, refiere que “Primero, las expulsiones policiales han aumentado en 
general con el tiempo, probablemente debido a transformaciones institucionales y a un cambio en 
el equilibrio de poder entre la policía y los políticos, a favor de estos últimos. Segundo, el número 
de expulsiones puede variar considerablemente entre administraciones e incluso dentro de ellas. 
Finalmente, los ministros reformistas no necesariamente expulsan a más agentes que sus homólogos 
conservadores debido a las limitaciones políticas a las que se enfrentan”.
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No debe perderse de vista la magnitud de la fuerza analizada. La policía 
de la provincia de Buenos Aires es la fuerza policial con mayor cantidad 
de efectivos de la Argentina y una de las fuerzas de seguridad subnacional 
más grande de América latina. A partir del análisis de los presupuestos 
anuales provinciales11, se estimó para el año 2026 un total de 108.159 
cargos para el Ministerio de Seguridad12. Cabe destacar que el promedio 
de personal policial expulsado en relación a la totalidad de la planta del 
Ministerio o área de Seguridad, según el año, fue del 0,5% en el período 
2008-2025, y los años con mayor porcentaje de expulsados 2019 y 2024. 
El promedio de sumarios iniciados13 en relación a la totalidad de la planta 
de seguridad es de 6%, y los años 2017 y 2018 son los de mayor porcentaje 
de sumariados, un 10% y 11% respectivamente. 

Como se observa en la tabla siguiente, el incremento sustancial en la 
incorporación de personal en el área de Seguridad es marcado entre el 
año 2015 a 2016 con el ingreso de 25.039 agentes públicos: pasó de una 
planta de 69.953 a 94.992. Los siguientes saltos significativos de ingreso de 
personal al área de seguridad se observan entre los años 2021 a 2022, con 
el ingreso de 8.049 agentes, pasando de una planta de 95.071 a 103.120, 
y 2022 a 2023, período en el que ingresaron 10.119 agentes sumando una 
planta total de 113.239 personas .

Tabla 5. Planta total del Ministerio de Seguridad, agentes expulsados y 
sumarios administrativos iniciados, 2008-2025

Año Planta Expulsados % expulsados Sumarios % sumarios
2025 Sin datos 1.047 Sin datos Sin datos Sin datos
2024 Sin datos 943 Sin datos 6.366 Sin datos
2023 113.239 902 0,8% 6.496 5,7%

2022 103.120 712 0,7% 6.357 6,2%

2021 95.071 382 0,4% 7.812 8,2%

11  Para establecer la cantidad de personal del Ministerio de Seguridad se analizaron todos los 
presupuestos anuales desde los años 2008 al 2026.

12  Esto incluye a personal policial y otras plantas permanentes y temporarias, tales como áreas 
administrativas, entre otras.

13  Esto corresponde a sumarios administrativos iniciados, no necesariamente con resolución de 
expulsión, según datos informados por la Auditoría General de Asuntos Internos. Cabe aclarar también 
que un agente puede tener más de 1 sumario, por lo que la relación planta/sumarios es aproximada.
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2020 Sin datos 293 Sin datos 5.209 Sin datos

2019 95.088 538 0,6% 8.884 9,3%

2018 95.086 903 0,9% 10.060 10,6%

2017 95.040 357 0,4% 9.489 10,0%

2016 94.992 285 0,3% 7.207 7,6%

2015 69.953 201 0,3% 4.193 6,0%

2014 63.951 158 0,2% 2.415 3,8%

2013 63.321 194 0,3% 2.368 3,7%

2012 64.525 172 0,3% 2.220 3,4%

2011 64.531 445 0,7% 2.364 3,7%

2010 64.531 368 0,6% 2419 3,7%

2009 62.099 271 0,4% 3.275 5,3%

2008 59.556 403 0,7% 2.995 5,0%

Fuente: CPM en base a datos del REPEI, información de la AGAI y datos de la Dirección 
Provincial de Presupuesto Público.

Resulta significativo identificar los motivos de las expulsiones y de los 
sumarios iniciados por la AGAI en el período analizado. En cuanto a los 
motivos de expulsiones en el período 2008-2025, la categoría de abandono 
de servicio14 es la que presenta mayor cantidad con 3698 casos, seguida 
por connivencia o participación en crímenes comunes15 con 1212 casos 
y en tercer lugar se encuentran las expulsiones por violencia policial16 

14  Según las definiciones publicadas en el REPEI la categoría abandono de servicio incluye no sólo 
abandono de tareas sino también la no presentación a la junta médica.

15  La categoría connivencia o participación en crímenes comunes incluye: delitos contra la 
propiedad, robo, hurto, estafa, posesión ilegal de armas  tráfico y/o connivencia con vendedores de 
estupefacientes, tenencia de estupefacientes, connivencia con delincuentes en la perpetración de 
eventos criminales, participación en cualquier carácter de algún delito, tenencia irregular de bienes 
registrables con pedido de secuestro o sin autorización de sus titulares, falsificación de firma, fuga o 
evasiones por connivencia con personal policial, zona liberada para la comisión de algún delito, falta 
de comunicación de denuncias penales o hechos delictivos por actuaciones judiciales para favorecer a 
los autores, inacción policial, encubrimiento de delitos, utilización de medios logísticos, base de datos 
o bienes de la institución o utilizados por la institución para proteger o beneficiar a delincuentes o 
permitir la comisión de delitos o frustrar su esclarecimiento, otros.

16  La categoría violencia policial engloba los siguientes tipos de hechos: apremios ilegales, vejaciones 
y torturas de los cuales no devenga la muerte del particular; exceso en los medios empleados en 
detenciones o procedimientos policiales de los que no devenga la muerte del particular; uso abusivo 
de la fuerza  abuso de armas; violencia psíquica (amenazas/intimidación); detenciones ilegales-
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con 749 casos. Estas tres categorías agrupan el 66% de la totalidad de 
los motivos que derivaron desde el año 2008 hasta junio de 2025 en 
expulsiones dentro de las fuerzas.

Tabla 6. Agentes expulsados de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, 
según motivo de expulsión, 2008 a junio de 2025

Categoría Cantidad %

Abandono de servicio 3.698 43,1%

Connivencia o participación en crímenes comunes 1.212 14,1%

Violencia policial 749 8,7%

Violencia de género y/o familiar 653 7,6%

Infracciones de contenido patrimonial 616 7,2%

Corrupción 481 5,6%

Otros 465 5,4%

Irregularidades funcionales graves en dependencias 358 4,2%

Indisciplina 163 1,9%

Manejo irregular de fondos 158 1,8%

Infracción personal grave por connivencia o participa-
ción de crímenes comunes

21 0,2%

Total 8.574 100%

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.

privación ilegal de la libertad  hostigamiento y/o persecución policial; irregularidades en allanamientos 
y/o allanamientos ilegales; homicidios en enfrentamiento, en o fuera de servicio; homicidios por 
cuestiones particulares; intimidación, amenazas y/o agresiones a particulares; participación en peleas 
o riñas; otros.
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Gráfico 2. Agentes expulsados de la Policía de la Provincia de Buenos 
Aires, según motivo de expulsión, 2008 a junio de 2025 

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.

Al analizar las categorías que representan los motivos de expulsión durante 
los últimos diez años, es posible advertir que en el año 2018 se registró 
un pico en las expulsiones asociadas a casos de corrupción, manejo 
irregular de fondos, participación en crímenes comunes e infracciones de 
contenido patrimonial. En segundo lugar se presentan los casos asociados 
a infracciones personales graves por connivencia o participación de 
crímenes comunes17 (159) también en 2018, con una paulatina baja en los 
años siguientes y un nuevo pico durante el año 2024 con 118 expulsiones. 
Los años 2023, 2024 y 2025 también registran aumentos significativos en 
expulsiones por hechos de corrupción y manejo irregular de fondos. No 
obstante ello, en este mismo período se redujeron significativamente las 
expulsiones por infracciones de contenido patrimonial.

17  Cabe destacar que esta categoría incluye los siguientes hechos: delitos contra la propiedad; robo; 
hurto; estafa; posesión ilegal de armas; tráfico y/o connivencia con vendedores de estupefacientes; 
tenencia de estupefacientes; connivencia con delincuentes en la perpetración de eventos criminales; 
participación en cualquier carácter de algún delito; tenencia irregular de bienes registrables con 
pedido de secuestro o sin autorización de sus titulares; falsificación de firma; fuga o evasiones por 
connivencia con personal policial; zona liberada para la comisión de algún delito; falta de comunicación 
de denuncias penales o hechos delictivos por actuaciones judiciales para favorecer a los autores; 
inacción policial; encubrimiento de delitos; utilización de medios logísticos, base de datos o bienes 
de la institución o utilizados por la institución para proteger o beneficiar a delincuentes o permitir la 
comisión de delitos o frustrar su esclarecimiento; Otros. 
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Tabla 7. Agentes expulsados de la policía de la provincia de Buenos Aires, 
según año y motivo de expulsión, 2008 a junio de 2025

Categoría 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025

Abandono de 
servicio

103 85 124 170 100 63 44 52 69 77 211 170 91 198 544 540 368 689

Connivencia o 
participación 
en crímenes 

comunes

55 58 74 103 25 38 33 39 82 87 159 86 37 46 21 57 118 94

Violencia 
policial

43 19 38 53 15 16 22 23 27 75 66 43 31 33 22 75 93 55

Violencia de 
genero y/o 

familiar

20 6 14 9 7 18 6 13 21 22 61 31 25 30 37 80 175 78

Infracciones 
de contenido 
patrimonial

52 14 6 3 5 2 2 11 24 17 225 91 43 12 25 31 37 16

Corrupción 53 35 52 44 13 29 24 22 23 27 28 18 2 11 11 18 39 32

Otros 1 5 8 16 3 5 11 20 15 23 67 61 36 29 13 54 73 25

Irregularidades 
funcionales 
graves en 

dependencias

22 22 30 26 4 12 14 19 21 27 61 19 10 10 5 12 13 31

Indisciplina 40 25 17 19 0 8 2 1 2 2 13 13 5 4 7 4 1 0

Manejo 
irregular de 

fondos

14 2 5 2 0 3 0 1 1 0 12 6 13 9 23 14 26 27

Infracciones 
personales 
graves por 

connivencia o 
participación 
de crímenes 

comunes

0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 4 17 0 0

Total 403 271 368 445 172 194 158 200 286 357 906 541 296 386 718 902 943 1047

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.
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Gráfico 3. Agentes expulsados de la policía de la provincia de Buenos 
Aires, según año y cuatro motivos de expulsión, 2008 a junio de 2025 

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.

Otro dato relevante de esta base pública son las expulsiones y su relación 
con la especialidad del personal policial desafectado18. Entre los años 2011-
2025, el personal de seguridad afectado en comisarías, destacamentos, 
departamentales representa la mayor cantidad de expulsiones sumando 
6.769; el año 2018 y el período 2023 a junio de 2025 son los más 
significativos. En segundo lugar la especialidad de investigaciones -incluye 
a las áreas de drogas ilícitas, investigación en función judicial, crimen 
organizado, entre otros- suma 411 expulsiones, seguida por el personal 
de fuerzas especiales con 149 expulsiones. 

La representación amplia de personal de seguridad expulsado está 
posiblemente ligada a que abarca a la mayor cantidad de personal 
policial activo y distribuido a lo largo de todo el territorio provincial. En 
el caso de investigaciones, corresponde al personal de la fuerza ligado a 

18  La base permite establecer la especialidad del agente expulsado a partir del año 2011. La ley 
13482 establece las áreas de Policías de Seguridad, Policías de Investigaciones, Policía de Información, 
Policía de Comunicaciones y Emergencias y Área de Formación y Capacitación Policial. Ver https://
normas.gba.gob.ar/documentos/xapPdi40.html. 
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investigaciones complejas y de auxiliar judicial. Cabe destacar el paulatino 
aumento de expulsiones de personal de fuerzas especiales, lo cual podría 
estar vinculado a la creación de nuevas fuerzas de saturación territorial, 
como la Unidad Táctica de Operaciones Inmediatas (UTOI), el Grupo de 
Apoyo Departamental (GAD) o la Fuerza Barrial de Aproximamiento (FBA), 
y su mayor involucramiento en hechos irregulares y/o delictivos. 

Tabla 8. Agentes expulsados de la policía de la provincia de Buenos Aires, 
según especialidad policial, 2011 a junio de 2025

Especialidad 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025

Seguridad 415 141 164 142 169 259 314 830 498 263 338 665 827 822 922

Investigaciones 14 19 22 12 20 17 20 34 18 16 23 28 49 64 55

Fuerzas 
especiales

4 6 3 2 1 3 3 9 5 5 6 9 13 31 49

Otros 4 2 3 6 11 5 6 6 8 7 21 9

Formación y 
capacitación 
policial

2 1 7 6 6 10 7 1 2 1 3 3 9

Sin datos 1 1 1 1 2 8 9 2 6 1 1 2

Informaciones 1 2 1 2 1 1 1 2 1 1

Comunicaciones 
y emergencias

4 1 1 1 1 1

Total 445 172 194 158 201 285 357 903 538 293 382 712 902 943 1047

Fuente: CPM en base a REPEI.

Si consideramos la variable de género podemos observar que el período 
temporal que abarca hasta junio de 2025 es el que presenta mayor 
cantidad de efectivos de género masculino expulsados con una totalidad 
de 742, seguido de las expulsiones del año 2024 con 707 y las del año 
2018 que presentaron una totalidad de 697 efectivos de género masculino 
expulsados de la fuerza. 

En relación a las expulsiones de efectivas de género femenino es posible 
observar que se presentó cierta estabilidad en cuanto al promedio de 
expulsiones desde el año 2008 hasta 2017. En el año 2018 se produce un 
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pico con una totalidad de 206 expulsiones que luego disminuyen en los 
años siguientes hasta el año 2022 cuando se registran 256 expulsiones 
de mujeres, y superando la barrera de los 200 casos en los restantes años 
consecutivos llegando al pico máximo registrado en el periodo que abarca 
hasta junio de 2025 con 305 casos.

Entre los motivos principales de expulsión del personal policial femenino 
en el período analizado, podemos mencionar en primer lugar el abandono 
de servicio (1382), connivencia y/o participación en crímenes comunes 
(161), infracciones de contenido patrimonial (161) y violencia policial (89).

Tabla 9. Agentes expulsados de la policía de la provincia de Buenos Aires, 
según género, 2008 a junio de 2025

Año Femenino Masculino Total
2008 45 358 403
2009 30 241 271
2010 56 311 367
2011 77 368 445
2012 26 146 172
2013 29 165 194
2014 16 142 158
2015 28 173 201
2016 40 245 285
2017 62 295 357
2018 206 697 903
2019 147 391 538
2020 62 231 293
2021 101 281 382
2022 256 456 712
2023 281 621 902
2024 236 707 943
2025 305 742 1.047
Total 2.003 6.570 8.574

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.
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Gráfico 4. Agentes expulsados de la policía de la provincia de Buenos 
Aires, según género, 2008 a junio de 2025

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.

Si consideramos las expulsiones según rango de los efectivos podemos 
observar que las categorías que se incluyen dentro de las jerarquías 
oficiales, el rango de oficial subayudante es el que presenta mayor 
cantidad de casos con 377 efectivos expulsados desde 2008 hasta junio 
de 2025, seguido por el oficial principal con 233 casos y luego el rango 
de subcomisario con 207 expulsiones. En cuanto a las categorías que 
se ubican en las jerarquías suboficiales, el rango de sargento es el que 
presenta mayor cantidad de casos con 1362 expulsados a lo largo de 
este período, seguido por subteniente con 661 casos y teniente con 424 
efectivos expulsados. Es importante destacar que la categoría conformada 
por personal policial sin identificar es la que presenta mayor cantidad de 
casos de todo el periodo con 3.893 expulsiones en las que se presupone 
se desconocía el rango.
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Tabla 10. Agentes expulsados de la policía de la provincia de Buenos Aires, 
según rango, 2008 a junio de 2025

Oficiales

Oficial subayudante 377
Oficial ayudante 125
Oficial subinspector 186
Oficial inspector 193
Oficial principal 233
Subcomisario 207
Comisario 168
Comisario inspector 55
Comisario mayor 32
Comisario general 7

Suboficiales
Oficial de policía 1
Sargento 1.362
Subteniente 661
Teniente 424
Teniente primero 306
Capitán 214
Mayor 2

Otros
Personal policial sin identificar 3.893
Jerarquías viejas/otros 127
Verificación de datos 1
Totales 8.574

Fuente: CPM en base a datos del REPEI.
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1.3. SELECCIÓN DE CASOS REPRESENTATIVOS

A continuación se reseñan una serie de casos registrados en la base RCPOL, 
que consideramos representativos del involucramiento de personal 
policial en actividades ilícitas a lo largo del año 2025.

Asociación ilícita y robo en Bahía Blanca

El 27/06/2025, en el marco de las tareas desarrolladas, la CPM tomó 
conocimiento de que se detuvo a Diego Pertino, policía bonaerense, por 
integrar una banda delictiva que cometía robos en Bahía Blanca. Según 
información publicada, 

(…) El efectivo fue identificado como Diego Pertino. Junto a su 
presunto cómplice, Facundo Castia, de 28 años, se movilizaban a 
bordo de un Volkswagen Gol Trend cuando fueron localizados por la 
policía tras un llamado al 911. La investigación avanzó con la ayuda 
de las cámaras del Centro de Monitoreo Urbano.

Tráfico de estupefacientes por personal policial de caballería

El 11/02/2025 dos oficiales policiales de la PBA, Luis Adrián Di Meo y Gastón 
Emanuel Di Meo, que cumplían funciones en el Escuadrón de Caballería 
de Ezeiza y en el Escuadrón de Caballería de San Isidro, respectivamente, 
fueron detenidos por orden del Juzgado Nacional en lo Criminal y 
Correccional N° 6 a cargo del juez Daniel Rafecas, por haber encontrado 
1,300 kg de marihuana en el baúl del auto en el que transitaban.

Comercialización de estupefacientes

El 5/06/2025 se registró la detención de Oriana Magalí Lencina, de 22 
años, oficial subayudante de la Policía Bonaerense y a otras dos personas 
por tenencia ilegal de estupefacientes. Según información publicada, 

Durante la requisa del auto, y ante testigos, incautaron catorce 
envoltorios de sustancia conocida como “TUSI” (también llamado 
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“cocaína rosa”) con un pesaje total de 13,2 gramos, y un envoltorio 
de marihuana con un peso de 1,4 gramos. También se halló en el 
baúl una campera con la inscripción “DDI”, perteneciente a personal 
policial operativo, y el legajo personal de la oficial Lencina.

Tenencia de estupefacientes y armas no reglamentarias

El 11/08/2025 se registró la aprehensión de dos efectivos policiales de 
la policía de la provincia de Buenos Aires por un hecho sucedido en 
Berisso, en la madrugada del domingo 10 de agosto del corriente. Según 
información publicada, 

Los aprehendidos fueron una mujer de 36 años, una mujer de 39 
años que se desempeña como Sargento en actividad de la Unidad de 
Policía de Prevención Local (UPPL) de Florencio Varela, dos hombres 
de 28 y 20 años, y un último hombre ex sargento desafectado de la 
misma fuerza, a quienes le fueron incautadas dos armas de fuego y 
4,7 gramos de cocaína.

Coimas y extorsión en Glew

El titular de la comisaría 7 de Glew y cuatro efectivos fueron detenidos 
el 3/01/2025 por exigir dinero a una persona para retirar su vehículo 
secuestrado por infracción. Los agentes apresados fueron la subcomisaria 
Yanina Albornoz, el oficial ayudante Alejandro García, el oficial subayudante 
Alexander Ardiles, el capitán Mario Di Tella y el sargento Leonel Escobar, a 
quienes se les incautó su armamento reglamentario y se los trasladó a la 
comisaría 2 del distrito.

Corrupción policial en Baradero

El 25/03/2025, a partir de una noticia que daba cuenta de una serie de 
hechos de corrupción policial en Baradero, solicitamos información a la 
UFIJ N° 11 de San Pedro, donde tramitaba la IPP 16-02-000611-25/00. La 
fiscalía nos brindó lo siguientes datos: 

(…) la presente se originó por la comunicación anónima en la que 
se denunciaron aprietes a la gente para sacarle gasoil, y otras cosas; 
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además denuncian que con las tarjetas del Estado y Municipio de 
Baradero, hacen que cargan Gasoil en Estación de Servicio, bandera 
YPF, ubicada en Ruta N°9, La Serena, pero en realidad no cargan 
el combustible y reciben dinero a cambio. Asimismo, también 
denuncian que los policías de ahí están cansados de eso, y culpan 
a estos dos efectivos por la rotura de móviles debido a la carga de 
gasoil común que piden.

Extorsión en San Vicente

El 06/04/2025 se registró la detención del teniente primero Pablo Mauricio 
Martínez y el sargento Samuel Antonio Coronel, ambos policías e integrantes 
del Gabinete Técnico Operativo (GTO), por extorsionar a un comerciante de la 
zona exigiendo dinero a cambio de protección policial. Fueron descubiertos 
luego de un procedimiento encubierto en el mismo comercio.

Coima y extorsión en San Fernando

El 03/07/2025 dos policías bonaerenses fueron desafectados por exigirle 
coima a un motociclista que se encontraba circulando por la colectora y 
Malvinas Argentinas. Según información publicada, 

(…) Inmediatamente, los agentes identificaron al conductor y 
su acompañante, les requisaron sus pertenencias y pusieron en 
observación su documentación personal porque era en formato 
digital mediante la aplicación Mi Argentina. Con este argumento 
falaz, ya que Mi Argentina es válida para utilizar en controles en 
todo el territorio nacional, coaccionaron al motoquero para que les 
entregara una coima. El damnificado les entregó unos $10.000 que 
poseía para poder retirarse del lugar, pero en lugar de dejar así, 
realizó la correspondiente denuncia.

Extorsión y exacciones ilegales

El 22/09/2025 un oficial de la comisaría 1 de F. Varela, jefe de Sección de 
Reconocimiento Médico, fue detenido por Gendarmería Nacional en el 
marco de una causa penal en el marco de una causa caratulada “Extorsión 
y exacciones ilegales e incumplimiento de deberes de funcionario público”. 
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Encubrimiento de organización delictiva

En el marco de la IPP 16-01-004049-25/00 caratulada “Masse, Diego s/
Incumplimiento de los deberes de funcionario público”, se investigó al 
efectivo policial de la policía bonaerense Diego Masé, a partir de una denuncia 
radicada por un vecino, quien expresaba que el efectivo escondía, en su 
domicilio y en su taller mecánico, armas de fuego pertenecientes a personas 
que se dedicaban a robar en la zona. Este hecho ocurrió el 16/10/2025.

Venta de granadas lacrimógenas

El 5 de mayo del 2025 tomamos conocimiento de la existencia de 
una investigación en la que había sido detenido Lautaro Piro, policía 
bonaerense de la Fuerza Barrial de Aproximación en Esteban Echeverría, 
por comercializar granadas lacrimógenas por la red social Facebook. 
Según información publicada en notas periodísticas,

(…) En El Jagüel, donde el oficial residía, se procedió a su detención, 
a la vez que se secuestraron 6 granadas. Por su parte, en Luis 
Guillón, fueron detenidas otras dos personas presuntamente 
implicadas, un hombre y una mujer y se incautaron dos armas de 
fuego sin documentación, seis municiones calibre 38 y un estuche 
de plástico con 32 cartuchos de 9 milímetros.

1.4. JUICIO A LOS POLICÍAS BONAERENSES VINCULADOS AL CASO 
SCAPOLÁN: VEEDURÍA DE LA CPM

En el marco de la causa FSM 36447/2016/TO2 que tramitó ante el Tribunal 
Oral en lo Criminal Federal de San Martín N° 1, comenzó en el mes de 
noviembre del 2024 el juicio oral y público contra 26 ex miembros de la 
Policía Bonaerense, abogados de la matrícula y algunos pocos civiles, en el 
marco de la denominada “causa Scapolán”. 
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La investigación comenzó en el año 2016 y tramitó ante el Juzgado Federal en lo 
Criminal y Correccional N° 1, delegada la investigación en el Ministerio Público 
Fiscal a cargo del Dr. R. Fernando Domínguez. 

La CPM se constituyó como querellante institucional desde el año 2021 
impulsando la investigación e interviniendo en las distintas etapas recursivas 
que tuvo el expediente, llegando incluso a realizar el ofrecimiento de prueba 
correspondiente al juicio. 

Sin embargo en el año 2023, a partir de un pedido de excepción por falta de 
acción impulsado por Mariana Grasso, defensora oficial de varios imputados, 
que tuvo acogida favorable en la Sala IV de Casación con el voto del juez Borinsky, 
la CPM fue expulsada del expediente mediante una resolución injustificada 
y arbitraria, luego de haber superado de forma favorable todas las instancias 
anteriores. Pese a ello, asistimos como veedores institucionales a las jornadas 
del juicio oral que se desarrolló desde fines del 2024 y durante todo 2025. 

Las audiencias desarrolladas en la sede del Tribunal en forma presencial y 
virtual tuvo como policías imputados a Roberto Adrián Okurzaty, Juan José 
Magraner, Marcelo Roberto Di Rosa, José María Delgado, Santiago Ignacio 
Cabré, Mario Alberto De Armas, Alesis Jesús Tabares, Juana Elizabeth Medina, 
Juan Alberto Elizalde, Marcelo Carlos Blanco, Adrián Osvaldo Dos Santos, 
Johanna Belén Medina, Amílcar Esteban Pino, Claudio Javier Burgos, Héctor 
Hugo Alberto Correa, Julio Antonio Salvatierra, Carlos Fabián Paltanavicius, 
Gabriel Cabral, Carlos Javier Ochoa, Jonatan Gabriel Chauvin, Tamara Silvina 
Machuca, Carlos Ramón Ramírez, Agustín Rodrigo Machuca Lannoo, Adrián 
Gonzalo Baeta y Alejandro Javier Giancarelli. 

Pertenecían a la policía de la provincia de Buenos Aires y participaron en tanto 
agentes de las DDI de Quilmes y San Isidro en distintos hechos de violencia 
estatal vinculados principalmente a allanamientos ilegales, extorsiones, robos 
y apremios ilegales en el marco de distintos procedimientos, y sustracción y 
comercialización de estupefacientes. 

Actuaron bajo la órbita del ex agente fiscal de la provincia de Buenos 
Aires Claudio Scapolán, quien fuera destituido de su cargo por el jurado 
de enjuiciamiento de la Provincia, al comprobar en forma fehaciente el 
mal desempeño en su cargo y la comisión de delitos de acción pública en 
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numerosos procedimientos penales que dirigió. 

Si bien Scapolán no forma parte del juicio oral que continúa durante 
el año 2026, fue mencionado en reiteradas oportunidades durante las 
audiencias de declaraciones testimoniales del juicio, tanto por las víctimas 
como por los testigos. Su situación procesal es incierta: se encuentra con 
el procesamiento confirmado por la Cámara de Apelaciones en orden al 
delito de falsedad ideológica por haber fraguado en forma dolosa el acta de 
procedimiento del caso conocido como “Anacona” o “Leones Blancos”, en el 
que en conjunto con la DDI de Quilmes sustrajeron aproximadamente 500 kg 
de cocaína a un grupo de narcotraficantes en el marco de un procedimiento 
verdaderamente escandaloso e ilegal.

Si bien la Cámara lo desvinculó de otros hechos que integran la investigación 
-una resolución que no compartimos e incluso recurrimos- lo cierto es que su 
situación está lejos de resolverse. 

La llamada “causa Scapolán” engloba una serie de hechos delictivos sucedidos 
entre los años 2011 y 2016 aproximadamente, cometidos por una asociación 
ilícita integrada por el ex agente fiscal Claudio Scapolán, los dos secretarios de 
la fiscalía que dirigía, numerosos agentes policiales de la provincia de Buenos 
Aires, abogados de la matrícula y civiles. Todos esos casos están vinculados a 
procedimientos ilegales y abusivos en el marco de la ley de estupefacientes. 
Las audiencias del juicio oral fueron organizadas por caso. 

Leídas las imputaciones a los numerosos enjuiciados, comenzaron las audiencias 
testimoniales a las víctimas y testigos del llamado caso “Anacona” o “Leones 
Blancos”, uno de los hechos más resonantes atento el carácter mediático que 
tuvo y la magnitud que implicó la sustracción de 500 kg de cocaína a un grupo 
de narcotraficantes. En ese caso, el ex agente policial Adrián Gonzalo Baeta, de 
la DDI de Quilmes, había sido anoticiado por el financista Diego Xabier Guastini 
(asesinado en el año 2015 en Quilmes, en una clara escena de sicariato) de que 
un grupo de narcotraficantes iba a realizar un movimiento de una tonelada 
de cocaína desde una quinta ubicada en Moreno. Así, personal de la DDI de 
Quilmes, que no tenía jurisdicción en el caso, comenzó tareas de seguimiento y 
observación en la quinta identificada. También se comunicaron con el ex agente 
fiscal Claudio Scapolán (del Departamento Judicial de San Isidro) para realizar 
un procedimiento fraguado y obtener cierta cobertura judicial. La investigación 
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determinó fehacientemente la existencia de comunicaciones los días previos 
entre agentes policiales y el ex fiscal, tendientes a preparar la operación 
para sustraer el cargamento. Los interceptaron en un peaje del Camino del 
Buen Aire, incorporaron al expediente el secuestro de 500 kg de cocaína y 
sustrajeron el restante de igual cantidad para luego trasladarlo a la costa 
atlántica y comercializarlo. Esa causa terminó con una absolución definitiva a 
los narcotraficantes imputados a partir de la nulidad total del expediente por 
los vicios manifiestos que contenía.

En las audiencias declararon todos los miembros de la organización narco 
a quienes les sustrajeron la mitad del cargamento que transportaban. 
Las declaraciones estuvieron marcadas por una clara intención de 
ocultar lo sucedido, por temor a la autoincriminación pero también a las 
posibles represalias que pudieran sufrir. Con testimonios ambiguos, poco 
precisos y respuestas evasivas, las audiencias se desarrollaron durante 
aproximadamente un mes. 

También declaró Eduardo Marcelo Ruarte, un civil que de acuerdo al expediente 
había sido testigo de actuación del procedimiento desplegado en la autopista, 
quien negó rotundamente los hechos expresando que “nunca fue testigo en un 
procedimiento policial” y no reconociendo la firma inserta en el acta judicial. 
Eso, entre otros elementos, confirma que el procedimiento fue sumamente 
irregular e ilegal. 

Durante todo el año 2025 se desarrollaron las restantes audiencias con los 
distintos casos investigados. La tónica fue similar. Testigos que no quisieron 
declarar por temor a las represalias policiales, circunstancia que fue expresada 
en muchos casos, otros que por el tiempo transcurrido recordaban poco o no 
podían brindar mayores precisiones, y policías que en muchos casos parecieron 
encubrir a los investigados. 

Muchos de los testimonios brindados fueron enviados al juzgado instructor, 
que tiene aún la parte de la investigación que no fue elevada a juicio oral 
para que sirva a los fines de esclarecer nuevos hechos o avanzar en nuevos 
procesamientos. 

Asimismo el director del programa de Control de Corrupción de la CPM declaró 
en el marco del juicio oral como testigo de concepto. 
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2. CORRUPCIÓN PENITENCIARIA

La corrupción en el ámbito penitenciario atenta de manera directa en las 
condiciones de vida de las personas privadas de su libertad. El carácter estructural 
y sistémico sostiene un conjunto de prácticas, sentidos y saberes que producen 
y reproducen torturas, vejaciones y/o malos tratos. Al tomar conocimiento de 
estos hechos, además de denunciarlos, la Comisión Provincial por la Memoria 
los registra en el ReCoPe (registro de la corrupción penitenciaria).

La administración fraudulenta de los recursos del Estado, su apropiación 
o malversación producen violencia estatal en la vida intramuros. La 
delegación de la violencia, la administración de los mercados ilegales, 
la administración fraudulenta del servicio de alimentación, la venta de 
pabellones y la venta de estupefacientes son parte del accionar corrupto 
del sistema penitenciario, y generan condiciones de posibilidad para 
hechos de tortura y otros tratos degradantes. En ediciones anteriores 
del informe anual hemos referido el temperamento de los organismos 
internacionales de prevención de la tortura al respecto. La Guía de 
monitoreo de casos de corrupción de cárceles en Latinoamérica caracteriza 
el fenómeno entendiendo que: 

En los últimos años, el sistema penitenciario en América Latina 
se ha convertido en un escenario de disputa por el gobierno 
de las cárceles (Bergman & Fondevila, 2018). Factores como la 
sobrepoblación carcelaria, el debilitamiento progresivo de las 
capacidades estatales y la precariedad en la gestión penitenciaria, 
han erosionado la autoridad formal, favoreciendo la emergencia de 
formas paralelas de gobierno al interior de los recintos. Esta pérdida 
de control ha habilitado dinámicas que transgreden la legalidad, 
erosionan la función rehabilitadora de las cárceles y profundizan 
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las condiciones de vulnerabilidad y desigualdad entre las personas 
privadas de libertad19. 

Los hechos de corrupción, el control informal de mercados ilegales intra 
y extramuros y la violencia no constituyen un fenómeno de descontrol 
o desgobierno sino una tecnología de gobierno deliberada del servicio 
penitenciario. 

2.1. REGISTRO DE CASOS DE CORRUPCIÓN PENITENCIARIA

La CPM cuenta con múltiples vías de recepción de denuncias de malos 
tratos y torturas de las personas privadas de su libertad. A través del 
trabajo de inspecciones a las unidades penitenciarias y alcaidías, así 
como con el contacto con familiares y fiscalías, los programas reciben 
información de las condiciones de detención de las personas. También 
se realiza un registro de medios de comunicación que permite detectar 
aquellos casos no denunciados por las víctimas directas.

La base está constituida por los siguientes campos: fecha de recepción 
de la denuncia, unidad penitenciaria, localidad, identidad de la víctima, 
área o identidad del denunciado, rango del denunciado y origen de la 
denuncia. En base a la información con la que se cuenta en cada caso, el 
hecho es clasificado según las siguientes categorías:

-	 comercialización ilegal de bienes y servicios básicos;

-	 comercialización o tráfico de estupefacientes;

19  Pg. 5. La Guía de monitoreo de casos de corrupción de cárceles en Latinoamérica, publicada en 
enero de 2026, fue impulsada por Penal Reform International (PRI), el Comité para la Prevención de la 
Tortura de Chile (CPT), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Centro UC Justicia y Sociedad, 
y contó además con el patrocinio del Núcleo Científico Milenio Complejidad Criminal y la Asociación 
para la Prevención de la Tortura (APT). Disponible en: https://justiciaysociedad.uc.cl/wp-content/
uploads/2026/01/Guia-de-monitoreo-de-corrupcion-30-dic.pdf 
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-	 comercialización de lugares (venta de pabellones);

-	 extorsión;

-	 rotura o sustracción de pertenencias;

-	 irregularidades en el acceso la salud;

-	 irregularidades en el acceso a la alimentación;

-	 estafas.

Durante 2025 se registraron 57 casos de corrupción penitenciaria en 
los que se pueden advertir modalidades recurrentes del gobierno de la 
cárcel20. En su mayoría, las denuncias las realizan las propias víctimas (en 
algunos casos sus allegados o familiares) a través de distintos canales de 
recepción de la CPM. En segundo lugar, las denuncias se recabaron en 
los medios de comunicación y luego a través del Comité nacional para la 
prevención de la tortura.

Tabla 11. Casos de corrupción penitenciaria registrados por la CPM, 
según fuente de información, 2025

Origen de la denuncia Frecuencia

CPM (inspecciones y otros canales) 48

Medios de comunicación 6
CNPT 3
Total 57

Fuente: CPM

La mayor frecuencia de hechos se concentra en los vinculados a lo que 
llamamos “comercialización de lugares”, que incluye la venta de lugar 
en el pabellón o traslados. Luego sigue la comercialización y/o tráfico 
de estupefacientes, que este año registra la misma cantidad de casos 

20  “La microcorrupción, aunque parezca menor o aislada, alimenta sistemas más amplios de 
corrupción estructural e institucionalizada, que a su vez pueden sostener o facilitar redes del crimen 
organizado”. Guía de monitoreo de casos de corrupción de cárceles en Latinoamérica.
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que la referida a la comercialización de bienes y servicios básicos, que 
incluye la venta de alimentos, ropa de cama, elementos de higiene, etc. En 
tercer lugar se encuentran los casos de extorsión de agentes del Servicio 
Penitenciario Bonaerense a los internos, y luego las irregularidades en la 
provisión y/o acceso a la alimentación y en el acceso a la salud. Si bien cada 
una de estas modalidades de corrupción penitenciaria puede analizarse 
en sí misma, es preciso aclarar que con frecuencia suceden de modo 
simultáneo y como parte de una cadena de vulneraciones de derechos.  

Tabla 12. Casos de corrupción penitenciaria registrados por la CPM, 
según tipo de hecho, 2025

Categoría de hecho Frecuencia

Comercialización de lugares (venta de pabellones o traslados) 15

Comercialización y/o tráfico de estupefacientes 13

Comercialización ilegal de bienes y servicios básicos 13

Extorsión 6

Irregularidades en la provisión y/o acceso a la salud penitenciaria 5

Irregularidades en la provisión y/o acceso a la alimentación 3

Estafa 1

Rotura/sustracción de pertenencias 1

Total 57

Fuente: CPM.
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Tabla 13. Casos de corrupción penitenciaria registrados por la CPM, 
según unidad penitenciaria, 2025

UP Localidad Frecuencia

UP 1 Lisandro Olmos 5

UP 24 Florencio Varela 5

UP 15 Mar del Plata 4

UP 59 Merlo 4

UP 2 Sierra Chica 3

UP 39 Ituzaingó 3

UP 43 La Matanza 3

UP 5 Mercedes 2

UP 17 Urdampilleta 2

UP 21 Campana 2

UP 31 Florencio Varela 2

UP 32 Florencio Varela 2

UP 35 Magdalena 2

UP 36 Magdalena 2

UP 46 José León Suárez 2

UP 60 Merlo 2

UP 3 San Nicolás 1

UP 4 Bahía Blanca 1

UP 13 Junín 1

UP 18 Gorina 1

UP 23 Florencio Varela 1

UP 30 General Alvear 1

UP 37 Barker 1

UP 38 Sierra Chica 1

UP 41 Campana 1
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UP 44 Mar del Plata 1

UP 54 Florencio Varela 1

Total 57

Fuente: CPM.

2.2. ANÁLISIS DE LOS SUMARIOS ADMINISTRATIVOS DEL SPB

La Auditoría de Asuntos Internos del Servicio Penitenciario Bonaerense21 
es el órgano competente para entender el funcionamiento y la supervisión 
del Servicio Penitenciario Bonaerense (SPB), 

(…) promoviendo las mejoras necesarias para la reinserción 
social del condenado y el adecuado tratamiento del procesado, 
entender en la implementación de políticas de acceso al sistema 
de justicia especialmente de los grupos vulnerables, y formular y 
aplicar políticas de promoción y fortalecimiento de los derechos 
humanos22. 

Asimismo posee amplias facultades para 

(…) fiscalizar y controlar los establecimientos carcelarios dependientes 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos a efectos de detectar 
y/o investigar la existencia de faltas, delitos y conductas anómalas 
relacionadas con posible corrupción administrativa, torturas, 
vejámenes, apremios, faltas graves a la asistencia médica, muerte 
traumática de personas privadas de libertad y cualquier otro que 
constituya un posible abuso funcional grave.

21  Se encuentra en la órbita de la Subsecretaría de Política Penitenciaria del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires. 

22  Arts. 2 inc. 8, 27 inc. 8, 16, y 18 de la Ley 15.164.
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A partir de la información remitida por ese organismo a la CPM se observa 
la siguiente distribución de los sumarios administrativos llevados adelante 
contra funcionarios y/o agentes penitenciarios durante el año 2025, así 
como también de agentes destacados en otras dependencias. Para el año 
2025, la Auditoría de Asuntos Internos del SPB informó la ejecución de 
786 sumarios administrativos; esto significa una disminución del 7% en las 
actuaciones iniciadas en el año 2024.

Tabla 14. Sumarios administrativos iniciados en el SPB, 2015-2025 
(absolutos y variación interanual)

Año Sumarios iniciados Variación interanual
2015 27 -
2016 129 377,8%
2017 158 22,5%
2018 271 71,5%
2019 354 30,6%
2020 461 30,2%
2021 661 43,4%
2022 573 -13,3%
2023 691 20,6%
2024 845 22,3%
2025 786 -7,0%
Totales 4.956

Fuente: CPM en base a información de Auditoría de Asuntos Internos del SPB, Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos de la provincia de Buenos Aires.
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Gráfico 5. Sumarios administrativos iniciados en el SPB, 2015-2025

Fuente: CPM en base a información de la Auditoría de Asuntos Internos del SPB, 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la provincia de Buenos Aires.

En relación a la categoría de hechos de iniciación de los sumarios, prevalecen 
las causales por fallecimiento (29,1%), irregularidades (6,2%), violencia de 
género (5,9%), corrupción (5,7%) y vejaciones y/o apremios (5%)23.

Tabla 15. Sumarios administrativos iniciados en el SPB, según motivo, 
2015-2025

Categoría de hecho Sumarios Porcentaje
Fallecimiento de personas detenidas 229 29,1%
Otros 173 22,0%
Irregularidades 49 6,2%
Violencia de género 46 5,9%
Corrupción 45 5,7%
Vejaciones y/o apremios 39 5,0%
Amenazas 29 3,7%
Violencia laboral 28 3,6%
Violencia familiar 25 3,2%

23  Las categorías analizadas son las utilizadas por la Auditoría de Asuntos Internos del SPB en años 
anteriores, aunque no se dispone de una definición de las mismas.
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Acoso y/o abuso sexual 19 2,4%
Quebrantamiento del régimen abierto 19 2,4%
Lesiones 14 1,8%
Abuso de autoridad 11 1,4%
Violencia institucional 11 1,4%
Robo/ hurto 11 1,4%
Adulteración de certificados o documen-
tos

7 0,9%

Evasión 7 0,9%
Estupefacientes 5 0,6%
Agresión 5 0,6%
Allanamiento 3 0,4%
Resistencia a la autoridad 3 0,4%
Desobediencia 2 0,3%
Elementos no permitidos 2 0,3%
Inasistencia injustificada 1 0,1%
Estafa 1 0,1%
Acoso laboral 1 0,1%
Falta de atención médica 1 0,1%
Sobreseimientos 0 0,0%
Coimas 0 0,0%
Totales 786 100%

Fuente: CPM en base a información de la Auditoría de Asuntos Internos del SPB, 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la provincia de Buenos Aires.

Respecto a la procedencia institucional de los agentes sumariados, las 
unidades penitenciarias que presentan una mayor recurrencia son la UP 
39 de Ituzaingó con 36 sumariados, la UP 59 de Merlo con 34 sumarios 
y en tercer lugar la UP 60, también de Merlo, con 32 sumarios iniciados.
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Tabla 16. Sumarios administrativos iniciados en el SPB, según 
establecimiento, 2015-2025

Establecimiento Sumarios
UP 39 36
UP 59 34
UP 60 32
UP 24 27
UP 26 27
UP 15 25
UP 1 23
UP 2 21
UP 31 21
UP 40 21
UP 9 19
UP 13 18
UP 22 18
UP 30 18
UP 34 17
UP 42 17
UP 23 16
UP 33 16
UP 43 16
UP 48 14
UP 58 13
Otros establecimientos penitenciarios 277
Sin dato 30
Totales 756

Fuente: CPM en base a información de la Auditoría de Asuntos Internos del SPB, 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la provincia de Buenos Aires.
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2.3. ANÁLISIS DE CASOS

A continuación se describen algunos casos significativos en base a la 
categoría de hechos de corrupción penitenciaria registrados durante el 
año 2025.

Comercialización de alimentos y otros bienes en la UP 2 de Sierra Chica

En el marco de la IPP 01-02-625-25, de trámite ante la Ayudantía Fiscal 
de Delitos Carcelarios de Olavarría, Departamento Judicial de Azul, se 
investigó la comercialización ilegal de alimentos, bebidas y otros bienes 
dentro de la Unidad 2 de Sierra Chica.

De acuerdo a la investigación, se habría conformado una red que utilizaría a 
personas privadas de su libertad allí para que acopien alimentos que ingresan 
por encomiendas y los vendan mediante transferencias bancarias a otros 
detenidos, aprovechando la lejanía de la UP 224 con respecto a los domicilios 
de los familiares y el deficiente servicio de alimentación de la cárcel.

El circuito ilegal investigado muestra que los alimentos ingresaban a un 
depósito que se encuentra enfrente de la Unidad, a modo de encomienda, 
y de allí a la cárcel aparentemente sin ser revisados por la requisa. De 
hecho el encargado de requisa es uno de los principales apuntados por 
la investigación, Diego Joaquín Álvarez. Se realizaron allanamientos 
en algunos pabellones y celdas, en la oficina de requisa, en el auto del 
encargado de dicha área y en el almacén que funcionaría de acopio en las 
afueras de la Unidad. 

Pudimos tomar contacto con algunos detenidos de la UP 2 quienes, de 
forma confidencial, expresaron: 

“Yo trabajaba en carpintería, donde junto con otros internos 
armábamos juguetes para las visitas y centros de día, que se vendían. 
Una persona del pabellón de nombre xxxx hacía ropa afuera, así 

24  Durante 2024 se registraron 359 hechos vinculados a problemas alimentarios en la Unidad n° 2: 
295 de “falta o deficiente alimentación” y 64 de “falta o deficiente dieta especial”.
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que empezamos a hacer ropa en la unidad, con la autorización 
para ingresar telas. Manejábamos una cuenta a nombre de xxxx. 
El dinero que juntábamos lo reinvertíamos para acomodar el 
pabellón. Nos enteramos que otros pabellones vendían panchos, 
salchichas y otras mercaderías, así que con lo que juntábamos con 
la venta de ropa, empezamos a comprar alimentos. Todo se realizó 
con el consenso del Servicio Penitenciario”.

Consultado respecto a los trabajos y la venta de mercaderías que se 
realizaban en el pabellón 9, afirma que: 

“Todo se hacía con el acuerdo y conocimiento del Servicio 
Penitenciario, no hacíamos nada de forma encubierta. Nos 
permitían vender ropa y mercaderías, como gaseosas y cigarrillos. 
El dinero recaudado era depositado en una cuenta de Mercado 
Pago a nombre de xxxx, que estaba en el pabellón y luego fue 
trasladado a la Unidad 38 tras los allanamientos anteriores en la 
unidad. Con lo recaudado se acondicionaba el pabellón, pintar, 
arreglar y comprar alimentos”.

El tercer consultado expresó que: 

“Sé que vendían cigarrillos y gaseosas con el acuerdo tanto de la 
referente del pabellón, como del Servicio Penitenciario. Compraba 
en cantidad (por ejemplo, tres cartones de cigarrillos) y luego 
vendían los cigarrillos. Con lo que ganaban, compraban galletitas 
y otras mercaderías necesarias, porque el Servicio no nos da casi 
nada para comer”.

De los testimonios podemos advertir que la comercialización de bienes 
legales no se limitaba a los alimentos, cuyo ingreso está prohibido, sino 
que también incluía juguetes y ropa.

El agente fiscal a cargo, al momento de solicitar los allanamientos 
pertinentes, expuso que: 

Lo grave de ello no es la infracción al Régimen Carcelario en cuanto 
a poseer alimentos prohibidos -los que en definitiva es legal su 
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comercialización en el exterior-, sino el hecho que la gran cantidad 
de alimento que se denuncia que se halla en la Unidad, no es 
posible ingresarlo sin que exista la connivencia de algún funcionario 
público.

Sin embargo la investigación no tuvo mayores avances: se limitó a 
secuestrar algunos teléfonos de los detenidos involucrados para luego 
peritarlos sin mayores precisiones.

Extorsiones por cupo

De los 39 casos relevados en 2025, 18 corresponden a extorsiones o 
pedido de dinero a cambio de obtener un lugar en un algún pabellón de 
las unidades carcelarias. 

Si bien en la mayoría de los casos la persona que denuncia (la persona 
privada de su libertad o sus familiares) sindica a otro detenido como el 
infractor, entendemos que a partir de la superpoblación existente en las 
cárceles el SPB utiliza un sistema de recaudación entre los detenidos para 
habitar determinados espacios y obtener una renta ilegal. Una suerte de 
alquiler de una cama dentro de una celda en determinados pabellones. A 
quienes no paguen ese canon se los deposita en los sectores de aislamiento 
para que busquen lugar en otras unidades.

Los relatos permiten establecer un patrón de exigencias dinerarias, 
recaudación ilegal y violencia. A continuación se reproducen mensajes y 
correos electrónicos textuales recibidos en los que se denuncian hechos 
similares.

“Estoy recurriendo a ustedes ya q mi marido se encuentra alojado 
sector busones ya que no está sancionado y el juz Galarreta le dió 
el beneficio del articulo 100 y 123 del día 09/09/2024 en este caso 
quiero una audiencia con el jefe de sector planeandole la situación 
de cuando le van a trasladar a las casitas este caso el jefe del sector 
le respondió que el cupo tiene precio al escuchar esto mi marido se 
fue a busones del sector 3”.
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“Quiero solicitar traslado por las condiciones físicas y discapacidad 
que tengo, me cobran para vivir tengo que pagar colchón y comida 
los presos del pabellón de limpieza cobran todo y robaron mis 
pertenencias, quiero el traslado a la 41 de campana 9 la 21,24 de 
Florencio Varela”.

“Solicito traslado por regimen abierto art. 100, 119 por lo cual 
las autoridades me pidieron plata para alojarme en el sector de 
régimen abierto que gozo”.

“Lo llevaron de traslado a la unidad 31 donde corre riesgo su 
integridad física, necesitamos si se lo puede reintegrar a la unidad 
24 ya que está en la unidad actual piden plata para dejarle su 
comida, una vez por semana también quieren que por celda se 
pegue 10 mil pesos a una cuenta de tranferencia”.

“Estoy en los depósitos de la u 39 esperando traslado ptq los 
pabellones de estudiantes o literario como ce llama piden que 
pagues habitacional (cuota mensual d 5 mil pesso) dinero que no 
puedo pedir a mi familia”.

Extorsión en la UP 23 de Florencio Varela

En el marco de la IPP-13-02-007525-25/00, de trámite ante la Unidad 
Funcional de Instrucción y Juicio N° 9 de F. Varela del Departamento Judicial 
de Quilmes, se investigaron las extorsiones sufridas por una persona 
privada de su libertad para que abone determinada cantidad de dinero o 
entregue bienes a cambio, para poder subir a uno de los pabellones y así 
salir del sector de aislamiento.

El denunciante remitió un correo electrónico a la fiscalía mencionada 
denunciando el hecho y luego declaró testimonialmente, como 
también lo hizo su concubina. Aportó capturas de pantalla con distintas 
comunicaciones con los otros detenidos que ofician de limpieza de los 
pabellones, así como audios, comprobantes de transferencias, recibos de 
compras de electrodomésticos, entre otros elementos de prueba.

En los audios y mensajes aportados podía advertirse la participación de 
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una de las autoridades de la Unidad, el subjefe del Penal, Gustavo Nahuel 
Ramírez, alcaide mayor, quien prestaba como mínimo su anuencia para 
este tipo de transacciones.

A partir de allí el fiscal Christian Granados requirió al Juzgado de Garantías, 
a cargo de Carolina Mingrone, la realización de un allanamiento en 
la Unidad para inspeccionar las celdas en cuestión y las oficinas de las 
autoridades. Secuestró celulares de los detenidos y otras pertenencias 
y, pese a las contundentes pruebas existentes contra al menos el oficial 
Ramírez, decidió no secuestrar los teléfonos celulares de los agentes 
penitenciarios y continuó la investigación sólo contra los detenidos.

Comercialización de estupefacientes

Otra categoría de hechos registrados son detenidos o familiares que 
denuncian venta de drogas en ciertos espacios de las unidades carcelarias. 
De los 46 casos relevados durante el año 2025, 11 refieren al ingreso, 
tenencia y/o venta de estupefacientes dentro de las cárceles bonaerenses. 

Si bien -como expusimos anteriormente- las comunicaciones suelen 
endilgar tales ilícitos a algunas personas detenidas, no se debe soslayar 
que no sería posible el ingreso y la comercialización dentro de las cárceles 
sin la anuencia y/o participación del Servicio Penitenciario.

Un caso paradigmático fue el de la UP 15 de Batán. En primer término 
por lo sucedido con el encargado de farmacia y jefe de Sanidad, Juan 
Carlos Salas, que fue removido de su cargo por reiterados abusos sexuales 
a personas detenidas a cambio de medicamentos y otros ilícitos que 
implican también la privación de su libertad.

También se analizaron otras causas judiciales en las que se advierte la circulación 
y venta de estupefacientes dentro de la cárcel, y se encuentran involucrados 
agentes penitenciarios. En el marco de la IPP 08-00-33906-23 se investigó el 
suministro y comercialización de estupefacientes por parte del agente Fabián 
Astete, quien proveía de cocaína y marihuana a su cuñado detenido en la Unidad 
para su posterior reventa. En el marco de un allanamiento en su domicilio, 
encontraron cocaína y marihuana, y dos balanzas de precisión.
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En el marco de la IPP 08-00-37993-23 “Cufré, Gabriel Néstor s/ denuncia”, 
contamos con la declaración de Gabriel Néstor Cufré, inspector mayor, 
director de la Unidad Penitenciaria 15, en la que se advierte que entre 2022 
y 2024 habría dos grupos de penitenciarios disputando el poder dentro de la 
cárcel, principalmente por el manejo de la venta de drogas: Márquez, Utinko, 
Coria y Tello por un lado, Cufré (director) y Medina (jefe del Penal) por otro.

Delitos cometidos en unidades penitenciarias

Se desarrolló un estudio de las causas penales que tienen por objeto delitos 
cometidos en el ámbito de las unidades penitenciarias con el empleo de 
equipos de comunicación y/o telefonía celular. Lo importante a destacar 
es el escaso porcentaje de delitos y la posible reducción o prevención de 
esta modalidad criminal.

Para ser precisos: en el ámbito de las cárceles y el Servicio Penitenciario, la 
normativa es estricta respecto a la omisión e incumplimiento de deberes 
de los funcionarios públicos pertenecientes al SPB en todas las jerarquías, 
sean directores de penales, jefes de requisa y personal de guardia. En 
ese sentido, el personal carcelario está en una posición jurídica especial 
denominada “posición de garante”, lo que eleva exponencialmente su 
responsabilidad legal ante las acciones efectuadas en el ámbito carcelario, 
debiendo cumplir con el deber de guarda y cuidado.

Los internos están bajo la custodia total del Estado y no tienen libertad 
completa de acción, y los funcionarios tienen el deber positivo de actuar 
brindando asistencia, alimentación, cercanía no sólo para evitar daños a la 
vida o integridad física sino para evitar la comisión de delitos.

Cuando los delitos en el interior de un penal son cometidos por personas 
privadas de la libertad, se presume que fueron consumados con la aquiescencia 
(consentimiento, complicidad o zona liberada) del Servicio Penitenciario. La 
calificación legal para los funcionarios debería ser cuanto menos un incumpliendo 
de deberes y no una simple negligencia administrativa, e incluso investigar una 
posible coautoría o participación criminal en el delito, circunstancia que se 
omite completamente en las investigaciones judiciales analizadas, cuando es 
deber funcional de los investigadores judiciales del Estado invertir la carga de 
la verificación y exclusión de los agentes públicos en la participación de delitos. 
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